Contribución del Ecuador (elaborada por el Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana – Viceministerio de Movilidad Humana) para la elaboración del informe que el Relator Especial sobre los derechos humanos de los migrantes presentará en la 53 sesión ordinaria del Consejo de Derechos Humanos, sobre la temática: “Cómo ampliar y diversificar los mecanismos y programas de regularización para mejorar la protección de los derechos humanos de las personas migrantes en situación irregular"
1. Por favor, indique cómo los procesos de regularización pueden facilitar el disfrute de los derechos humanos por parte de los migrantes, así como su integración cultural, social y económica en las comunidades de acogida, teniendo en cuenta que los y las migrantes en situación irregular viven con el temor constante de ser detenidos o deportados, por lo que quedan excluidos del sistema de protección social como consecuencia de un cambio en la regularidad de su residencia en el país. 

La política migratoria del Ecuador está basada en un enfoque de derechos humanos con el reconocimiento de principios innovadores expresados en su Constitución y sus leyes, como: la ciudadanía universal; la libre movilidad de las personas; el no considerar a ningún ser humano como ilegal por su condición migratoria; el fin progresivo de la condición de extranjero; y, la no discriminación e igualdad de derechos para ecuatorianos y extranjeros.

Con respecto al principio de la libre movilidad humana, se reconoce a la regularización como una herramienta importante para reducir los riesgos y las vulnerabilidades a las que se enfrentan los migrantes al encontrarse en situación migratoria irregular, así como para combatir la xenofobia y la discriminación.  Paralelamente, este proceso permite una mejor contribución al desarrollo de las comunidades de acogida. 

Como una de las principales estrategias de inclusión y con el objetivo de garantizar los derechos de los inmigrantes, el Ecuador ha desarrollado procesos de regularización, como política de Estado, que propicia la integración económica y social en las comunidades de acogida. Esto, en cumplimiento de lo establecido en la ley, donde se establece que todas las personas en movilidad humana que se encuentren en territorio ecuatoriano gozan de los derechos reconocidos en la Constitución. 

Los procesos de regularización migratoria tienen una alta importancia para el Ecuador, puesto que posibilitan el acceso a la regularidad y facilitan el desarrollo óptimo de las condiciones de vida, al tiempo que permiten la inserción de los ciudadanos extranjeros en el Ecuador. Además, dichos procesos facilitan que el Estado ecuatoriano cuente con información necesaria para el desarrollo y generación de políticas públicas.

La regularización constituye un elemento central de inclusión y cohesión social para lograr la convivencia entre las comunidades de acogida y los migrantes. En efecto, el mantener a grupos poblacionales en situación de irregularidad puede conllevar el surgimiento de conflictos en la sociedad. 

2. Por favor, comparta ejemplos de soluciones nacionales y regionales para legalizar la estancia de las personas migrantes en situación irregular e indique si su país ha adoptado algún mecanismo, acuerdo, marco o programa bilateral, subregional, regional o internacional, incluido en el contexto de la migración laboral. 

El Ecuador se ha posicionado como uno de los países líderes de la región en la búsqueda de soluciones multilaterales en materia de diseño e implementación de políticas públicas sobre la movilidad humana. En este marco, el Proceso de Quito, creado en 2018, constituye una de las principales iniciativas en búsqueda de una solución coordinada, multilateralmente orientada a garantizar: una migración segura, ordenada, regular y responsable; el pleno respeto a los derechos humanos, conforme a las normativas nacionales; los instrumentos internacionales; y, las buenas prácticas de la región. 

Esta iniciativa, que ha contado con siete reuniones hasta marzo de 2022, se ha convertido en un espacio relevante a nivel intergubernamental para compartir información, intercambiar buenas prácticas y buscar soluciones regionales conjuntas a los problemas y desafíos generados por la crisis migratoria venezolana. Las Declaraciones de las distintas rondas han incluido compromisos regionales en el marco de la atención a migrantes y refugiados venezolanos, en temas como: educación, salud, integración sociolaboral, reunificación familiar, refugio, tráfico ilícito de migrantes, trata de personas, género, entre otros.

Por su parte, el Estatuto Migratorio Andino (EMA), fruto de una negociación que duró 8 años, fue aprobado el 12 de mayo de 2021, en la XXVI Reunión Ordinaria del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores de la Comunidad Andina, mediante la Decisión 878. El EMA facilitará la movilidad de personas en la región, lo que impulsará también una mayor integración económica, en sectores como el turismo, la pesca y otras actividades. Además, los migrantes de los países andinos, que se encuentren en irregularidad migratoria, podrán optar por la residencia temporal, exonerados del pago de multas (Artículo 19).

Para el caso específico del Ecuador, el Estado ha realizado grandes esfuerzos para garantizar los derechos humanos de las personas en movilidad humana, a través de la adopción e instrumentalización de políticas públicas e iniciativas orientadas a viabilizar el ejercicio de esos derechos a través, entre otros, del acceso a los servicios, como salud y educación, y la regularización migratoria.
La Ley Orgánica de Movilidad Humana (LOMH) preceptúa que las personas extranjeras deben permanecer en condición regular en el país. Frente al flujo migratorio inusual de ciudadanos venezolanos y condiciones bajo las cuales han emigrado de su país de origen, desde 2018 hasta la actualidad, se presenta un escenario de emergencia migratoria que no pueden atender los mecanismos de regularización habituales, los que han requerido de una acción estatal urgente a fin de poder garantizar la movilidad humana y los derechos de las personas extranjeras en el país. 

En el marco del proceso de regularización implementado mediante Decreto Ejecutivo Nro. 826
, del 25 de julio de 2019, se regularizaron un total de 93.066 ciudadanos venezolanos, de los cuales el 60% (56.062 visas: 5.930 en Bogotá, Lima y Caracas; 50.122 en Ecuador) fue a través de la Visa de Excepción por Razones Humanitarias (VERHU) y el 40% (37.014 visas: 1.855 en el exterior y 35.159 en Ecuador) mediante otras categorías migratorias. La regularización extraordinaria se realizó desde el 26 de agosto de 2019 hasta el 8 de marzo de 2021. Es necesario recalcar que dicho proceso de visa fue gratuito, debiendo el solicitante asumir solamente el costo del formulario de solicitud. 

Desde el año 2021, el Gobierno nacional se encuentra implementando un nuevo proceso de regularización, a través de una Visa de Residencia Temporal de Excepción (VIRTE)
, que tiene por objetivo brindar una nueva oportunidad para la estancia regular de ciudadanos venezolanos y de otras nacionalidades. El proceso contempla un componente de integración socioeconómica, el cual se llevará a cabo con el apoyo de la cooperación internacional. Esta visa también es gratuita, excepto por el pago del formulario, y será renovable por una sola ocasión.

Este nuevo proceso de regularización extraordinario se desarrollará en 3 etapas: a) Regularización extraordinaria de venezolanos que ingresaron por puntos regulares, incluyendo a niños, niñas y adolescentes no acompañados o separados; b) Regularización extraordinaria de ciudadanos de otras nacionalidades que ingresaron por puntos regulares; c) Regularización extraordinaria de ciudadanos venezolanos que ingresaron por puntos irregulares. 

Hasta el 15 de febrero del 2023, esta Cancillería ha receptado un total de 54.315 solicitudes de visado, de las cuales 41.346 cuentan con una validación positiva y se ha emitido un total de 40.963 visas VIRTE. 

3. Por favor, comparta ejemplos de prácticas prometedoras, incluyendo programas ad-hoc y mecanismos de regularización permanente que su país o región haya adoptado para promover un enfoque basado en los derechos humanos respecto a la migración. Sírvase indicar los desafíos específicos que su país ha encontrado en los procesos de regularización, prestando especial atención a la forma en que tales problemas afectan a los trabajadores migrantes, las mujeres y las niñas, los niños y otras personas y grupos. 

El Gobierno ecuatoriano ha establecido procesos especiales de regularización. El primero, como se describió anteriormente, es la Visa de Excepción por Razones humanitarias (VERHU), proceso ejecutado desde 2019 a 2021; mientras que el segundo proceso de regularización, que otorga la Visa de Residencia Temporal de Excepción (VIRTE), inició el 1 de septiembre de 2022. Ambos representan mecanismos que se han implementado en favor de las personas en movilidad humana que, por distintos motivos, mantienen estatus migratorio irregular. 

Estos procesos han incluido facilidades como el establecimiento de mecanismos para la recepción de documentos de identidad caducados, la renovación de visa, el reconocimiento del principio de la reunificación familiar y la inclusión de las niñas, niños y adolescentes (NNAs) no acompañados o separados, independientemente de su ingreso al país (regular o irregular).  Adicionalmente, el segundo proceso de regularización tiene previsto ampliarse a todas las personas extranjeras que se encuentran con estatus migratorio irregular en el país y no solo a la población venezolana. 

Para el éxito de estas iniciativas, la cooperación internacional es de fundamental importancia. Un ejemplo de ello, ha sido el apoyo que ha brindado al país desde la Conferencia Internacional de Donantes en Solidaridad con Migrantes y Refugiados de Venezuela, que constituye un foro desde el que se insta a impulsar mayor cooperación técnica y asistencia financiera para atender a la población venezolana que ha ingresado al Ecuador, y en particular facilitar su inclusión social, económica y laboral, conjuntamente con las comunidades de acogida. 

De igual forma, bajo el enfoque de derechos humanos y de igualdad de género, el Ecuador ha implementado varias estrategias para proteger y atender de manera oportuna a los grupos de atención prioritaria, entre los que se encuentran NNAs, adultos mayores, mujeres embarazadas, personas con discapacidad, personas privadas de libertad, quienes padecen de enfermedades catastróficas o de alta complejidad, entre otros. Para proteger ante la amenaza o vulneración de derechos de NNAs se han establecido varios instrumentos de aplicación por parte de varias instituciones del Estado vinculados a esta temática, como:

a) Convenio marco de cooperación interinstitucional entre el Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, Ministerio del Interior y Ministerio de Inclusión Económica y Social, “para garantizar el manejo adecuado de los flujos migratorios con enfoque en derechos humanos de los ciudadanos extranjeros y de las y los niñas, niños y adolescentes que ingresan al Ecuador, con especial referencia a los ciudadanos provenientes de los países sudamericanos”, suscrito el 1 de octubre de 2018. 

b) Protocolo de Protección Especial de Niñas, Niños y Adolescentes en contextos de movilidad humana, de 9 de marzo de 2019, “para promover y garantizar el libre acceso a la educación y demás servicios que contribuyan al desarrollo de niñas, niños y adolescentes venezolanos, a través de procedimientos que simplifiquen los requisitos y herramientas que faciliten la ubicación en los distintos niveles de educación y propuestas pedagógicas que aseguren la permanencia en el sistema educativo”. 

c) Protocolo de Actuación Interinstitucional para la Atención y Protección Integral a Víctimas de Trata de Personas aprobados con Acuerdo Interinstitucional Nº003 y publicados en Registro Oficial Nº 425 el 10 de marzo del 2020. 

d) Protocolo de Actuación Interinstitucional en casos de Tráfico Ilícito de Migrantes aprobado con Acuerdo Interinstitucional Nº003 y publicados en Registro Oficial Nº 425 el 10 de marzo del 2020. 

e) La generación de procesos educativos para que los estudiantes sean incluidos a los ciclos que los corresponde según su edad y acorde a la equiparación de estudios.

El Estado ecuatoriano está comprometido en promover acciones para prevenir todo tipo de discriminación, entre ellas la xenofobia, como un medio para garantizar la inclusión social. Como una necesidad de la comunidad inmigrante, se ha identificado la realización de campañas de sensibilización en torno a la presencia de personas extranjeras en Ecuador para concienciar a la sociedad ecuatoriana sobre las acciones de discriminación y xenofobia. 

También es importante destacar que el Ecuador realiza ingentes esfuerzos económicos para la atención de migrantes y refugiados en el país, especialmente para la atención de ciudadanos venezolanos. Conforme a su normativa interna, el país cuenta con un sistema de acceso universal de salud y educación a todas las personas migrantes, independientemente de su condición migratoria. 

4. Sírvase destacar cualquier contribución de los migrantes, incluidos las y los trabajadores migrantes, a la economía y la sociedad de las comunidades de acogida.

Los flujos migratorios construyen lazos sociales, económicos y comerciales entre países y regiones, que pueden ser sumamente beneficiosos para el desarrollo. Estas ventajas deben venir acompañadas del establecimiento e implementación de políticas públicas que pretendan reducir las brechas de productividad y desigualdad entre regiones, a fin de  lograr la inclusión de los migrantes en las comunidades de acogida. Por lo tanto, una buena gestión de la migración puede constituirse en una vía efectiva para la reducción de la pobreza y la desigualdad.
Los migrantes contribuyen al crecimiento económico en los países de destino y sus países de origen, destacando el rol de las remesas que tienen un gran impacto en las sociedades de origen. 

En esta línea, el Estado ecuatoriano reconoce la necesidad de brindar programas de formación y capacitación a personas en movilidad humana, impulsadas por instituciones públicas o privadas, para que el emprendimiento pueda convertirse en una oportunidad y, por tanto, en una fuente de subsistencia para los migrantes en el Ecuador. Esto permite la creación y fortalecimiento de iniciativas productivas de la población en movilidad humana y población de acogida, así como el desarrollo de sectores productivos y cadenas de valor. Estas iniciativas han contado con el apoyo de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) para promover la generación de empleo productivo y la integración socioeconómica de la población en mayor condición de vulnerabilidad, incluyendo jóvenes en la informalidad y población migrante y refugiada en Ecuador.
Otro factor relevante es la influencia de la cultura en la movilidad humana, por lo que el Ecuador respeta la diversidad como factor enriquecedor de la sociedad ecuatoriana. En la Ley Orgánica de Cultura se establece como prioridad el “fomentar el diálogo intercultural en el respeto de la diversidad; y fortalecer la identidad nacional, entendida como la conjunción de las identidades diversas que la constituyen”. La movilidad humana genera un aporte valioso a la comunidad de acogida en términos de diversidad cultural y profesional puesto que las personas en movilidad humana aportan distintas visiones; permitiendo el fortalecimiento de la innovación social, transferencia de conocimientos y desarrollo. 

5. Compromiso con las organizaciones de la sociedad civil, las instituciones nacionales de derechos humanos y otras partes interesadas: Sírvase proporcionar información sobre iniciativas, acciones y programas concretos relacionados con la regularización de personas migrantes en situación irregular que hayan sido desarrollados, incluso de manera conjunta, por organizaciones de la sociedad civil, instituciones nacionales de derechos humanos y otras partes interesadas en su país. Sírvase explicar en qué medida se tiene en cuenta la labor de las organizaciones de la sociedad civil y otras partes interesadas para fundamentar las políticas nacionales. 

A través de los procesos de regularización, el Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana ha establecido como una prioridad el mantener comunicación directa con los colectivos involucrados, para dar a conocer, evaluar y dialogar al respeto.  Las reuniones de las autoridades del Gobierno Nacional, organismos multilaterales y las organizaciones de la sociedad civil han sido una prioridad y que han permitido examinar las políticas implementadas. 

El uso de redes sociales ha facilitado la comunicación y la difusión, al tiempo que se han utilizado las herramientas tecnológicas para el monitoreo y publicación de resultados, como se puede observar en la plataforma virtual denominada “Reportería de Información del Proceso de Regularización”. A través de dicha plataforma, se pueden visualizar minuto a minuto cifras actualizas y desglosadas del último proceso de regularización implementado por el país. Esta importante herramienta permite un oportuno análisis para la toma de decisiones en cuanto a la generación de política pública en materia de movilidad Humana.

El aporte de organismos internacionales y la cooperación internacional, así como el trabajo coordinado entre el Estado y la sociedad civil han sido indispensables para cumplir con los objetivos de los procesos de regularización. 

6. Sírvase proporcionar información sobre cualquier medida legislativa y política específica o adicional, así como sobre los desafíos en el contexto de la pandemia de COVID-19 en la aplicación de los programas de regularización.
La pandemia por COVID-19 trajo consigo la necesidad de adoptar decisiones urgentes en el marco de los procesos de movilidad humana. Así, durante la declaratoria de emergencia sanitaria, el Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana suspendió, a partir del 19 de marzo de 2020, todos los plazos y términos relativos a los procesos administrativos sobre movilidad humana. Con ello, se beneficiaron los ciudadanos extranjeros que se encontraban en el país, ampliando el plazo de su residencia en Ecuador, sea como turistas o residentes temporales o permanentes; y, suspendiendo el plazo de ausentismo en el exterior para los extranjeros residentes temporales o permanentes que se encontraban fuera del país y que no habían podido retornar al Ecuador debido a las restricciones de ingreso establecidas con ocasión de la emergencia sanitaria.

De igual forma, el Gobierno del Ecuador prorrogó el plazo de la amnistía migratoria y del primer proceso de regularización extraordinario, que dio inicio el 26 de octubre de 2019 y cuya conclusión se preveía para el 31 de marzo de 2020. La prórroga empezó a regir a partir de la terminación del estado de excepción y sus restricciones por 60 días. Adicionalmente, Ecuador reconoció unilateralmente la validez de los pasaportes de los ciudadanos venezolanos, hasta cinco años después de la fecha de caducidad de los mismos, para todos los efectos públicos y privados en territorio ecuatoriano.

También se implementaron mecanismos en línea y la digitalización de los servicios que brinda la Cancillería, incluidos la presentación de los requerimientos, así como otros servicios relacionados. 

Adicionalmente, en el actual proceso de regularización extraordinario se implementó un proceso innovador a nivel de aplicación normativa, automatización, centralización y facturación electrónica a través de la constitución del Centro de Emisión de Visas (CEV); cuyos resultados se reflejan en el alcance de visas y órdenes de cedulación entregadas a nivel nacional, en solo 3 meses de funcionamiento, este proceso ha sobrepasado el 50% de emisiones de visa en comparación con el total de Visas que corresponden al proceso de regularización del periodo 2019-2021.
� A través del Decreto Ejecutivo 826, se estableció una amnistía migratoria y un proceso de regularización destinado a los ciudadanos venezolanos, mediante la emisión de la visa de excepción por razones humanitarias (VERHU).


� Se expidió el Acuerdo Ministerial No, 0000076 de 30 de agosto del 2022, normativa secundaría que regula esta fase del proceso y que fue publicado en el Segundo Suplemento del Registro Oficial No. 141 de 5 de septiembre del 2022.
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